
 

Señor: 

JUEZ DEL CIRCUITO CONSTITUCIONAL DE TUTELA 

Reparto 

E.      S.       D. 

 

 

Ref. Acción de Tutela 

ACCIONANTE: YINETH MARCELA CEPEDA ALVAREZ 

ACCIONADO: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 

 

 

YINETH MARCELA CEPEDA ALVAREZ, mayor y vecina de esta ciudad, 

identificada como aparece al pie de mi firma, actuando en nombre propio, 

mediante este escrito me permito presentar Acción de Tutela contra la 

DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES- DIAN, 

representada legalmente por el Doctor LUIS CARLOS REYES HERNÁNDEZ 

como Director General o por quien haga sus veces, y contra la COMISIÓN 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL por violación a los derechos 

Constitucionales a la IGUALDAD, LA SEGURIDAD JURÍDICA Y LA 

MERITOCRACIA. 

 

Constituyen fundamento de esta acción constitucional, los siguientes: 

 

 

HECHOS 

 

1. La Comisión Nacional del Servicio Civil, mediante Acuerdo № 

CNT2022AC000008 de 29 de diciembre de 2022 convocó al “Proceso de 

Selección DIAN 2022”, para proveer empleos en vacancia definitiva 

pertenecientes al Sistema Específico de Carrera de la planta de personal de 

la DIAN. 

 

2. Me inscribí en dicho proceso de selección en la OPEC 198368, para el 

cargo de GESTOR I. 

 

3. El cargo al que me postulé de GESTOR I OPEC 198368, corresponde 

a un cargo misional, el cual ofertaban 366 vacantes. 

 

4. Según lo establece el acuerdo de la convocatoria DIAN 2022, para los 



procesos misionales se surtirán dos etapas, así: 

 

 

 

5. La Fase I del proceso de selección ya se surtió. En esta etapa obtuve 

un puntaje parcial de 84.3, lo que me permitió continuar en el proceso de 

selección de conformidad con lo que se puede evidenciar en la plataforma de 

SIMO, me encuentro entre las primeras 1100 posiciones, incluso en 

condiciones de empate y con relación al acceso de la fase II para los 

aspirantes que debe haber superado la fase I con un puntaje mínimo 

aprobatorio de 70.00. 

 

 

6. No fui convocada a curso de formación, de la etapa II del proceso de 

selección en el cual me inscribí y supere para uno de los requisitos de la 

etapa I, y donde no aparezco convocada a la segunda etapa del concurso de 



méritos según resolución 2144 25 de enero del 2024. 

7. Asimismo, se evidencia una violación al principio de igualdad, dado 

que únicamente se les concede el derecho de pasar a la segunda fase a 

algunos que se encuentran en una posición de empate, excluyendo a otros 

que también ostentan dicha posición. 

8. La inseguridad jurídica constituye un problema fundamental en el 

presente proceso de selección, ya que implica la falta de certeza en las 

normas y decisiones que rigen el acuerdo de la Convocatoria DIAN 2022. En 

este caso, la respuesta brindada por la comisión ha generado un cambio 

drástico en las expectativas y derechos adquiridos por los participantes de 

la convocatoria, lo cual genera un ambiente de incertidumbre y 

vulnerabilidad. 

 

9. Por otro lado, la violación al principio de igualdad es un tema de gran 

relevancia en el presente caso, ya que no todos los participantes del 

proceso de selección estamos siendo tratados de manera equitativa. En 

este sentido, al limitar el acceso a la Fase II del proceso de selección 

únicamente a algunos que están en una posición de empate y no a todos 

como se había establecido en las primeras respuestas de la CNSC, se está 

generando una diferenciación injustificada y arbitraria entre los 

participantes que se encuentran en la misma situación, lo cual vulnera 

claramente el principio de igualdad. 

 

10. Además, es importante destacar la importancia de la meritocracia en los 

procesos de selección. La meritocracia implica que las decisiones deben 

basarse en el mérito y las capacidades de los individuos, en lugar de 

consideraciones arbitrarias o favoritismos injustificados. En este caso, al 

otorgar el paso a la siguiente fase únicamente a aquellos en una posición 

de empate, se está desatendiendo el mérito y las capacidades de otros 

participantes que también podrían ser aptos para continuar en el proceso 

de selección. 

 

11. Estos aspectos constituyen serias preocupaciones que deben ser 

abordadas para garantizar un proceso de selección justo y transparente. 

 

12. Ahora bien, la CNSC ya realizo la citación a la segunda fase de formación, 

la cual del acuerdo con el cronograma de la convocatoria inician los 

cursos de formación el 1° de marzo del presente año, de modo que, es 

necesario que se emita con urgencia un concepto claro y con fundamento 

al principio de igualdad respecto de quienes serán llamados al curso de 

formación. Dicho concepto deberá tener en consideración las respuestas 

iniciales dadas por la CNSC, las cuales están conforme a derecho 



 

13. Para el presente caso, es la tutela el único medio de defensa eficaz, ya 

que por su inmediatez garantizará los derechos de la igualdad, seguridad 

jurídica y meritocracia de quienes podrían resultar desfavorecidos, si la 

CNSC actúa atendiendo la respuesta dada el 29/12/2023. 

 

14. En la respuesta dada por la CNSC nos encontramos ante un defecto 

sustantivo, entendido este como la decisión que se toma, la cual 

desborda el marco de acción que la Constitución y la ley le reconocen al 

contar con una insuficiente sustentación o justificación de la actuación 

que afecte derechos fundamentales, como en el presente caso, el derecho 

a la igualdad, a la meritocracia y a la seguridad jurídica. 

 

15. Por lo anterior considero que los derechos invocados han sido 

desconocidos por las entidades accionadas, toda vez que debí ser 

convocada para realizar el curso de formación descrito en la fase II. 

PRETENSIONES: 

 

 

Con base en los hechos narrados, me permito solicitar muy respetuosamente: 

 

PRIMERO: Se tutelen mis derechos fundamentales a la: IGUALDAD, 

SEGURIDAD JURÍDICA y MERITOCRACIA y demás derechos que el H. 

Despacho evalúe como vulnerados 

 

SEGUNDO: Se ordene que la Comisión Nacional del Servicio Civil, emita 

una circular y/o concepto donde aclare a todos los participantes del proceso 

de selección DIAN 2022 en las áreas misionales, los criterios para ser 

llamados a la Fase II (curso de formación) de conformidad con lo establecido 

en el acuerdo de la convocatoria. 

 

 

 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Bajo los anteriores hechos, considero que la CNSC, accionada está 

vulnerando mis derechos fundamentales a: LA IGUALDAD, SEGURIDAD 

JURÍDICA Y MERITOCRACIA. Al cambiar de manera drástica las respuestas 

dadas inicialmente a las peticiones formuladas, conllevando a que en un 

principio se genere una expectativa de derecho y posteriormente con el 

cambio de posición se me excluya de tal derecho. 

 



FUNDAMENTOS 

JURÍDICOS 

 

Actuando en nombre propio, acudo ante su Despacho para solicitar la 

protección de los derechos mencionados anteriormente. 

 

Principio de igualdad: 

 

El principio de igualdad, cuyo fundamento constitucional se encuentra en el 

artículo 13 superior, el cual tiene varias dimensiones como: (i) la igualdad 

formal o igualdad ante la ley, que depende del carácter general y abstracto 

de las normas dictadas por el Congreso de la República y de su aplicación 

impersonal; (ii) la prohibición de discriminación, que torna ilegítimo cualquier 

acto (no solo las leyes) que conlleve una distinción basada en motivos 

prohibidos por la Constitución, el derecho internacional de los derechos 

humanos, o bien, la proscripción   de distinciones irrazonables; y (iii) la 

igualdad material que impone la adopción de medidas afirmativas para 

garantizar la igualdad ante circunstancias fácticas desiguales. 

 

Asimismo, la igualdad es valor, principio y derecho fundamental, 

connotaciones que se deducen de su inclusión en diferentes normas, con 

objetivos distintos. Como 



valor está previsto en el preámbulo, como principio en los artículos 19, 42, 

53, 70 y 75 y como derecho fundamental en el artículo 13 de la Constitución. 

 

La igualdad de trato desde el punto de vista normativo es útil para continuar 

con el análisis propuesto: la igualdad frente a las actuaciones de las 

autoridades, comoquiera que el juicio de igualdad no es un asunto exclusivo 

del legislador, sino que a él debe acudirse cuando en virtud de la 

aplicación de una ley una autoridad administrativa o judicial arriba a 

conclusiones diferentes en casos en principio análogos. 

 

La igualdad frente a las actuaciones judiciales y/o administrativas, como se 

planteó, involucra además, los principios de seguridad jurídica y debido 

proceso, los cuales son el punto de partida para lograr que los ciudadanos 

accedan a un esquema jurídico realmente cohesionado. 

 

Tanto las normas como las decisiones judiciales y administrativas con las 

cuales se interpretan y aplican deben ofrecer garantías de certeza y 

uniformidad, pues solo de esta manera es posible predicar que el ciudadano 

va a ser tratado conforme al principio de igualdad. La Corte Constitucional 

ha explicado que la seguridad jurídica implica que “en la interpretación y 

aplicación del derecho es una condición necesaria de la realización de un orden 

justo y de la efectividad de los derechos y libertades de los ciudadanos, dado 

que solo a partir del cumplimiento de esa garantía podrán identificar aquello 

que el ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite” 

 

Ahora bien, la igualdad, como uno de los objetivos del Estado, no solo se 

nutre de la seguridad jurídica y el debido proceso, sino también de otros 

principios que los complementan como la buena fe, que obliga a las 

autoridades del Estado a proceder de manera coherente y abstenerse de 

defraudar la confianza que depositan en ellas los ciudadanos (art. 83 

superior). Sobre estos principios, en la Sentencia C-836 de 2001 la Corte 

Constitucional consideró: 

 

“(…), en un Estado contemporáneo, establecido como social de 

derecho, en el cual la labor de creación del derecho es 

compartida, la estabilidad de la ley en el territorio del Estado y 

en el tiempo no son garantías jurídicas suficientes. En nuestro 

Estado actual, es necesario que la estabilidad sea una garantía 

jurídica con la que puedan contar los administrados y que cobije 

también a la interpretación y aplicación del ordenamiento 

jurídico. Sólo así se puede asegurar la vigencia de un orden justo 

(C.P. art. 2º). 

 



(…) 

 

En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica está relacionada con la 

buena fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a partir del 

principio de la confianza legítima. Este principio constitucional garantiza 

a las personas que ni el Estado, ni los particulares, van a sorprenderlos 

con actuaciones que, analizadas aisladamente tengan un fundamento 

jurídico, pero que al compararlas, resulten contradictorias. (…). El 

derecho de acceso a la administración de justicia implica la 

garantía de la confianza legítima en la actividad del Estado (…) 

como administrador de justicia. (…) Esta confianza no se 

garantiza con la sola publicidad del texto de la ley, ni se agota 

en la simple adscripción nominal   del   principio   de legalidad. 

Comprende además la protección a las expectativas legítimas de 

las personas de que la interpretación y aplicación de la ley por 

parte de los jueces va a ser razonable, consistente y uniforme”. 

 

 

JURAMENT 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: 

 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna 

otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos. 

 

 

ANEXOS 

 

• Los documentos relacionados en el acápite de pruebas 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

ACCIONANTE: 

 

Recibiré notificaciones en la dirección electrónica 

marcela.cepeda20@gmail.com, TELEFONO 3204780440. 

 

 

ACCIONADO: 

 

Comisión Nacional del Servicio Civil al correo 

mailto:marcela.cepeda20@gmail.com


notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

MARCELA CEPEDA ALVAREZ 

 C.C. No. 1.030.557.773 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co

